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Nieves Figueroa, Juez Ponente 
 
 

RESOLUCION 
 

En San Juan, Puerto Rico a 19 de agosto de 2016. 

Comparece ante nosotros, mediante recurso de certiorari, el 

Municipio Autónomo de Ponce (en adelante “Municipio”).  Solicita 

la revocación de la Resolución emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de Ponce (en adelante “TPI”), mediante la 

cual el Tribunal declaró No Ha Lugar su Moción de Desestimación 

fundamentada en la alegada nulidad de cierto contrato. 

 Examinados los escritos presentados, así como el derecho 

aplicable, se desestima el recurso por falta de jurisdicción. 

I. 

 A continuación se incluye un resumen de los hechos 

relacionados al caso de epígrafe, según expuestos en la Sentencia 

emitida por un Panel hermano de este Tribunal en el caso 

KLAN201401568: 

El 20 de marzo de 2012 CSCG presentó una 

demanda sobre incumplimiento de contrato y daños y 
perjuicios en contra del Municipio de Ponce.  Como 
remedio, solicitó una compensación de $1,244,711.98 

por concepto de los daños presuntamente sufridos a 
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causa del alegado incumplimiento de contrato que le 
atribuyó a la parte apelante.  Dicho monto incluía los 

gastos en que incurrió como consecuencia de dicho 
incumplimiento, así como las ganancias que dejó de 

devengar.  
Los hechos que dan origen a la demanda 

aludida se remontan al 11 de diciembre de 

2008.  Según alegado por CSCG, en esa fecha 
suscribió un contrato de desarrollo de vivienda con el 
Municipio de Ponce, cuya vigencia inicial sería desde el 

18 de diciembre de 2008 hasta el 31 de marzo de 
2010. [Nota al calce omitida.]  Más tarde las partes 

acordaron extenderla hasta el 31 de marzo de 
2012.  Surge de la demanda que el acuerdo 
contractual consistía en desarrollar de modo conjunto 

un proyecto de vivienda llamado Jardines del Señorial, 
orientado a personas de escasos recursos económicos.  

La parte apelada alegó que, mediante el referido 
contrato, el Municipio de Ponce se obligó a aportar al 
desarrollo del proyecto una finca de 4.7 cuerdas, 

localizada en el Barrio Canas de Ponce.  Sin embargo, 
aseguró que dicho solar está invadido por múltiples 
ciudadanos y que era responsabilidad del Municipio de 

Ponce gestionar el desalojo de estos para cumplir con 
su parte del contrato, lo cual no hizo. [Nota al calce 

omitida.] 
Así las cosas, la parte apelada alegó que llevó a 

cabo una serie de gestiones infructuosas; todas 

dirigidas a reclamar de la parte apelante que le 
indemnizara por los gastos en que incurrió como 
consecuencia del incumplimiento de esta con las 

obligaciones contraídas en virtud del contrato objeto 
de este litigio.  

El 12 de junio de 2012 el Municipio de Ponce 
contestó la demanda.  En esencia, reconoció la 
existencia del contrato objeto de controversia, pero 

negó haber incumplido los términos de este.  Como 
defensa afirmativa, el Municipio de Ponce alegó que no 

contrajo deber u obligación jurídica alguna frente a 
CSCG. 

El 9 de diciembre de 2013 CSCG presentó una 

moción de sentencia sumaria parcial en la que adujo 
que no existía una controversia esencial de hechos que 
le impidiera al tribunal determinar que el Municipio de 

Ponce incurrió en el incumplimiento contractual 
alegado.  Manifestó que la única controversia 

sustancial que ameritaba la celebración de una vista 
evidenciaria era “la procedencia, extensión y 
cuantificación de los daños sufridos por la parte 

demandante”, [nota al calce omitida] como 
consecuencia del incumplimiento contractual de la 

parte apelante. 
Luego de una serie de incidentes procesales, el 

12 de febrero de 2014 el Municipio de Ponce también 

presentó una solicitud de sentencia sumaria.  En 
síntesis, sostuvo que procedía la desestimación con 
perjuicio de la demanda de autos, debido a que el 

contrato en cuestión es nulo, por carecer de objeto. 
Evaluadas las mociones dispositivas 

presentadas, en conjunto con los escritos de oposición 
correspondientes, de réplica y de dúplica que también 
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fueron presentados, el foro apelado emitió la sentencia 
parcial objeto de este recurso.  Mediante la 

determinación apelada, el tribunal de instancia 
identificó los siguientes hechos sobre los cuales 

entendió existe controversia de hechos: 
1.  Los gastos incurridos en la 

ejecución de las obligaciones 

contractuales [contraídas] por la parte 
demandante. 

2.  La ganancia neta dejada de 

obtener por la parte demandante. [Nota al 
calce omitida.] 

En lo pertinente, el tribunal de instancia 
determinó que no existía controversia respecto a que 
“[a]l momento de suscribir el contrato, el MAP no era el 

dueño de la propiedad, el terreno, donde estaría 
llevándose a cabo la construcción”. [Nota al calce 

omitida.]  Sin embargo, también destacó, como parte 
de los hechos incontrovertidos, que el contrato 
suscrito contiene una cláusula que reza como sigue: 

El Municipio aportará como contribución a este 
Proyecto y en cumplimiento del requisito de pareo de 
fondos que debe hacer para con el Programa HOME, 

una finca de 4.7 cuerdas, cuyo valor tasado en el 
mercado se determinará oportunamente, de las cuales 

El Municipio posee un contrato de permiso de 
construcción de su titular o dueño en pleno dominio, o 
sea, el Departamento de la Vivienda de Puerto 

Rico.  Como parte del acuerdo entre El Municipio y el 
departamento, éste último transferirá las mismas. 
[Nota al calce omitida.] 

 Asimismo, señaló como hecho incontrovertido 
que la obligación principal del Municipio de Ponce bajo 

el contrato de desarrollo era aportar el solar donde 
ubicaría el proyecto y que, a la fecha en que CSCG 
notificó su decisión de dar por terminado el contrato—

30 de septiembre de 2011—la parte apelante no había 
entregado el solar acordado. 

Evaluados los hechos incontrovertidos, en 
conjunto con los estipulados y aquellos sobre los 
cuales sí existen controversias sustanciales, el 

tribunal concluyó que el Municipio de Ponce incumplió 
el contrato de desarrollo suscrito con 
CSCG.  Asimismo, destacó que CSCG fue diligente en 

el cumplimiento de lo pactado. [Nota al calce omitida.] 
Por tal razón, determinó que la parte apelada es quien 

tiene derecho a ser recompensada por las ganancias 
netas dejadas de devengar, de acuerdo con la cláusula 
de finalización o resolución del contrato. [Nota al calce 

omitida.] En su consecuencia, señaló una vista 
evidenciaria que se llevaría a cabo el 10 de noviembre 

de 2014 con el propósito de dilucidar la causa de 
acción por daños y perjuicios. [Nota al calce omitida.] 

Inconforme, el Municipio de Ponce acude ante 

este foro mediante el recurso de apelación del 
epígrafe.  Adujo que el foro de instancia cometió los 
errores que transcribimos a continuación: 

Erró el Tribunal de Primera 
Instancia al determinar que el contrato 

ente las partes se firmó el 11 de diciembre 
de 2008 y que el planteamiento de nulidad 
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levantado por la parte demandada no 
procede.  

 Erró el Tribunal de Primera 
Instancia al determinar que el contrato 

entre CSCG, Inc. y el Municipio es uno de 
adhesión.  

Erró el Tribunal de Primera 

Instancia al determinar que el Municipio 
incurrió en incumplimiento de contrato.  

Erró el Tribunal de Primera 

Instancia al determinar que CSCG tiene 
derecho a que se le satisfagan las 

ganancias dejadas de devengar.  

  

El Panel hermano de este Tribunal concluyó que “el tribunal 

de instancia resolvió correctamente que el Municipio de Ponce 

incumplió la obligación que adquirió en virtud del contrato de 

desarrollo, la cual consistía en traspasar las 4.7 cuerdas de terreno 

que fueron objeto de controversia en este pleito.  Fue como 

consecuencia de ese incumplimiento que CSCG informó al 

Municipio de Ponce que cancelaría el contrato.  Por lo tanto, tiene 

derecho a una indemnización por daños y perjuicios, la cual 

ciertamente incluye una partida correspondiente a ganancias 

dejadas de devengar.”  Así, el 20 de julio de 2015 se confirmó la 

Sentencia Parcial allí apelada. 

Posteriormente, el 30 de marzo de 2016 el Municipio 

presentó una segunda Moción de Desestimación.  Alegó que 

procedía la desestimación de la Demanda presentada en su contra, 

pues entiende que el contrato en cuestión es contrario a la ley, a la 

moral y al orden público, y por ende, nulo, pues no se cumplió con 

el requisito establecido en el Artículo 9.004 de la Ley de Municipios 

Autónomos, 21 L.P.R.A. sec. 4454(a), a los efectos de que la 

transferencia de terrenos fuera aprobada por el Gobernador de 

Puerto Rico. 

El 12 de mayo de 2016 CSCG presentó una Oposición a 

Segunda Solicitud de Desestimación.  Adujo que el Municipio 

renunció a la defensa de nulidad del contrato, dado que no la 
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incluyó en su Contestación a Demanda.  Además, alegó que la 

validez del traspaso de los terrenos es cosa juzgada pues fue 

reconocida por el Municipio en el Informe de Conferencia con 

Antelación a Juicio al estipular la escritura de cesión y traspaso, en 

la determinación número 12 de la Sentencia Parcial emitida por el 

TPI, así como en la Sentencia del Tribunal de Apelaciones del 20 de 

julio de 2015. 

El 16 de mayo de 2016, notificada y archivada en autos el 20 

de mayo de 2016, el TPI emitió una Resolución en la que declaró No 

Ha Lugar la Moción de Desestimación presentada por el Municipio.  

El TPI concluyó que “las alegaciones de la demanda cumplen con 

las normas generales aplicables; Reglas 6.1 y 6.5 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V. Asimismo, la parte demandada no ha 

aportado evidencia que controvierta la presunción específica de 

que “[l]a ley ha sido acatada”. Regla 304 (31) de las de Evidencia, 

32 LPRA Ap. VI.” 

Inconforme con la determinación del TPI, el 6 de junio de 

2016 el Municipio presentó una Moción de Reconsideración, la cual 

acompañó de una lista de las Órdenes Ejecutivas emitidas por el 

Gobernador de Puerto Rico del año 2008 al 2012, a los efectos de 

argumentar que el Gobernador nunca le impartió su aprobación a 

la transferencia de los terrenos objeto del contrato. 

El 8 de junio de 2016, notificada y archivada en autos el 10 

de junio de 2016, el TPI emitió una Resolución en la que declaró No 

Ha Lugar la Moción de Reconsideración presentada por el 

Municipio.  Todavía insatisfecho, el Municipio acude ante nosotros 

mediante el recurso de certiorari de epígrafe, en el cual le imputa al 

TPI la comisión de los siguientes errores: 

EL TPI ERRÓ AL NO DECLARAR LA NULIDAD DEL 
CONTRATO SUSCRITO ENTRE LAS PARTES, A PESAR 
DE SER CONTRARIO A LA LEY, A LA MORAL Y AL 

ORDEN PÚBLICO. 
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EL TPI ERRÓ AL NO RESOLVER QUE LA 
DOCUMENTACIÓN QUE LE FUE PRESENTADA EN 

RECONSIDERACIÓN ERA SUFICIENTE PARA 
DERROTAR LA PRESUNCIÓN DE QUE “LA LEY FUE 

ACATADA”. 
 
EL TPI ABUSÓ DE SU DISCRECIÓN E INCUMPLIÓ 

CON SU DEBER MINISTERIAL AL DEJAR DE 
EXAMINAR E IGNORAR SIN RAZÓN ALGUNA LA 
LISTA DE ÓRDENES EJECUTIVAS PRESENTADAS 

POR EL MUNICIPIO. 
 

II. 

A. El Recurso de Certiorari 

Con la aprobación de las nuevas Reglas de Procedimiento 

Civil de 2009, se dispuso en la Regla 52.1, 32 L.P.R.A. Ap. V, una 

prohibición general a que el Tribunal de Apelaciones revise 

mediante auto de certiorari las resoluciones u órdenes 

interlocutorias, con contadas excepciones.  Por excepción, pueden 

evaluarse mediante recurso de certiorari resoluciones u órdenes al 

amparo de las reglas sobre remedios provisionales e injunctions, 

Reglas 56 y 57 de Procedimiento Civil de 2009, 32 L.P.R.A. Ap. V.  

También podemos evaluar mociones de carácter dispositivo, así 

como decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o 

peritos esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciarios, 

anotaciones de rebeldía y en casos de relaciones de familia.  Estas 

limitaciones buscan “restaurarle al certiorari su característica de 

remedio extraordinario y especial...”. J.A. Cuevas Segarra, Tratado 

de derecho procesal civil, 2da ed., Pubs. J.T.S., 2011, T. IV, pág. 

1503. 

Posteriormente, la Ley Núm. 177 de 30 de noviembre de 

2010 enmendó la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, para 

permitir que podamos atender, mediante certiorari, 

determinaciones interlocutorias del Tribunal de Primera Instancia 

en casos que estén revestidos de interés público o en situaciones 

en que esperar a la apelación constituiría un fracaso irremediable 
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de la justicia.  El texto enmendado, vigente al momento, lee como 

sigue: 

Todo procedimiento de apelación, certiorari, 
certificación, y cualquier otro procedimiento para 
revisar sentencias y resoluciones se tramitará de 

acuerdo con la ley aplicable, estas reglas y las reglas 
que adopte el Tribunal Supremo de Puerto Rico. 

El recurso de certiorari para revisar resoluciones 

u órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 

Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 

obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 

revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas 
por el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra 
de decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 

hechos o peritos esenciales, asuntos relativos a 
privilegios evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en 
casos de relaciones de familia, en casos que revistan 

interés público o en cualquier otra situación en la cual 
esperar a la apelación constituiría un fracaso 

irremediable de la justicia. Al denegar la expedición de 
un recurso de certiorari en estos casos, el Tribunal de 
Apelaciones no tiene que fundamentar su decisión. 

Cualquier otra resolución u orden interlocutoria 
expedida por el Tribunal de Primera Instancia podrá 
ser revisada en el recurso de apelación que se 

interponga contra la sentencia sujeto a lo dispuesto en 
la Regla 50 sobre los errores no perjudiciales. 32 

L.P.R.A. Ap. V, R. 52.1. 
 

B. La Desestimación bajo la Regla 10.2 de Procedimiento 

Civil 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V,  

permite a una parte demandada la presentación de ciertas 

defensas, entre ellas, que la demanda deja de exponer una 

reclamación que justifique la concesión de un remedio.  Además, la 

Regla 10.3 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V,  permite que 

luego de presentadas todas las alegaciones una parte solicite que 

se dicte sentencia por las alegaciones.  A los fines de disponer de 

una moción de desestimación al amparo de una de las defensas 

contenidas en la Regla 10.2, supra, el Tribunal está obligado a dar 

por ciertas todas las alegaciones fácticas de la demanda 

presentada. Roldán v. Lutrón, S.M., Inc., 151 D.P.R. 883 (2000). 
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Quien plantea la mencionada defensa hace el siguiente 

planteamiento: "Yo acepto para los propósitos de mi moción de 

desestimación que todo lo que se dice en esta demanda es cierto, 

pero aun así, no aduce una reclamación que justifique la 

concesión de un remedio, o no se ha unido una parte 

indispensable, o el tribunal no tiene jurisdicción, etc.'" R. 

Hernández Colón, Manual de Derecho Procesal Civil, Hato Rey, Ed. 

Equity de Puerto Rico, 1969, pág. 179.  Por eso, al evaluar una 

moción al amparo de la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra, 

ni el Tribunal ni la parte demandada ponen en duda, para efectos 

de esa moción, los hechos alegados en la demanda porque se ataca 

por un vicio intrínseco de ésta o del proceso seguido. Roldán v. 

Lutrón, S.M., Inc., supra. 

Una desestimación bajo la Regla 10.2, supra, es una en los 

méritos que decide la demanda sin darle al demandante un juicio. 

Montañez v. Hosp. Metropolitano, 157 D.P.R. 96 (2002).  

Justamente por eso: 

[L]a demanda debe ser interpretada lo más 
liberalmente posible a favor de la parte demandante, y 
sus alegaciones se examinarán de la manera más 

favorable a ésta.  La demanda no deberá ser 
desestimada a menos que se desprenda con toda 
certeza que el demandante no tiene derecho a remedio 

alguno bajo cualquier estado de hechos que puedan 
ser probados en apoyo de su reclamación. Nuestro 

deber es considerar si a la luz de la situación más 
favorable al demandante, y resolviendo toda duda a 
favor de éste, la demanda es suficiente para constituir 

una reclamación válida. Pressure Vessels P.R. v. 
Empire Gas P.R., 137 D.P.R. 497, 505 (1994).    

 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra, coexiste en 

nuestro ordenamiento con la firme política judicial que promueve 

la ventilación de los casos en sus méritos. Arce v. Club Gallístico 

de San Juan, 105 D.P.R. 305, 308 (1976). 

C. La Moción en Solicitud de Sentencia Sumaria 

La Regla 36.1 de Procedimiento Civil autoriza a los 

tribunales a dictar sentencia  de forma sumaria si mediante 
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declaraciones juradas u otro tipo de prueba se demuestra la 

inexistencia de una controversia sustancial de hechos esenciales y 

pertinentes. 32 L.P.R.A Ap. V, R. 36.1.  “La sentencia sumaria es 

un mecanismo procesal extraordinario que tiene el propósito de 

facilitar la solución justa, rápida y económica de los litigios civiles 

que no presenten controversias genuinas de hechos materiales y, 

por tanto, no ameritan la celebración de un juicio en su fondo.” 

Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. E.L.A., 152 D.P.R. 599, 610 (2000). 

Llamamos hechos materiales a aquellos que pueden afectar 

el resultado de la reclamación, de conformidad con el derecho 

sustantivo aplicable. Ramos Pérez v. Univisión Puerto Rico, Inc., 

178 D.P.R. 200 (2010).  La controversia sobre el hecho material 

debe ser real. Id.  Al respecto, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha expresado que: 

[u]na controversia no es siempre real o 
sustancial, o genuina. La controversia debe ser de una 

calidad suficiente como para que sea necesario que un 
juez la dirima a través de un juicio plenario. La 
fórmula, debe ser, por lo tanto, que la moción de 

sentencia sumaria adecuadamente presentada sólo 
puede negarse si la parte que se opone a ella presenta 
una oposición basada en hechos que puedan mover a 

un juez a resolver a su favor. Si el juez se convence de 
que no existe una posibilidad de que escuchar lo que 

lee no podrá a conducirlo a una decisión a favor de esa 
parte, debe dictar sentencia sumaria. Id.  

 
Procede que se dicte sentencia sumaria únicamente cuando 

de los documentos no controvertidos surge que no hay 

controversias de hechos a ser dirimidas, no se lesionan los 

intereses de las partes y sólo resta aplicar el derecho. Corp. 

Presiding Bishop CJC of LDS v. Purcell, 117 D.P.R. 714, 720 

(1986).  “La sentencia sumaria sólo debe dictarse en casos claros, 

cuando el tribunal tenga ante sí la verdad sobre todos los hechos 

pertinentes.” Id., pág. 121.  Si existe duda sobre la existencia de 

una controversia, debe resolverse contra la parte que solicita que 

se dicte sentencia sumaria a su favor. Id.  Este mecanismo es un 
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remedio discrecional y su uso debe ser mesurado. Nissen Holland 

v. Genthaller, 173 D.P.R. 503 (2007). 

Para derrotar la sentencia sumaria la parte promovida 

deberá presentar declaraciones juradas y documentos que 

controviertan los hechos presentados por la parte 

promovente.  PFZ Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., 136 D.P.R. 

881, 913 (1994).  Ésta no debe cruzarse de brazos pues, de 

hacerlo, corre el riesgo de que se acoja la solicitud de sentencia 

sumaria y se resuelva en su contra.  Ramos Pérez v. Univisión 

Puerto Rico, Inc., supra.  La parte promovida está obligada a 

contestar detallada y específicamente los hechos pertinentes que 

demuestren que existe una controversia real y sustancial que 

amerita dilucidarse en un juicio plenario. Id. 

Cuando la solicitud de sentencia sumaria esté sustentada 

con declaraciones juradas o con otra prueba, la parte opositora no 

puede descansar en meras alegaciones, sino que debe proveer 

evidencia sustancial de los hechos que están en disputa. Ramos 

Pérez v. Univisión Puerto Rico, Inc., supra.  No obstante, “el sólo 

hecho de no haberse opuesto con evidencia que controvierta la 

presentada por el promovente no implica que necesariamente 

proceda la sentencia sumaria o que el promovente tenga derecho a 

que se dicte a su favor.” Corp. Presiding Bishop CJC of LDS v. 

Purcell, supra, pág. 721. 

Para poder derrotar la solicitud de sentencia sumaria, el 

promovido podrá utilizar declaraciones juradas.  No obstante, no 

basta con presentar afirmaciones que son meramente conclusiones 

hechas sin conocimiento personal de los hechos. Ramos Pérez v. 

Univisión Puerto Rico, Inc., supra.  El promovido deberá establecer 

una controversia real de hechos sobre por lo menos uno de los 

elementos de la causa de acción, mediante la presentación de 

prueba que apoye alguna de sus defensas afirmativas o 
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estableciendo una controversia sobre la credibilidad de los 

testimonios jurados que presentó la parte promovente. Id. 

Un tribunal al dictar sentencia sumaria, debe: (1) analizar 

los documentos que acompañan la moción que solicita la sentencia 

sumaria y los documentos incluidos con la moción en oposición, y 

aquellos que obren en el expediente del tribunal; (2) determinar si 

el oponente controvirtió algún hecho material o si hay alegaciones 

de la demanda que no han sido controvertidas o refutadas en 

forma alguna por los documentos. S.L.G. v. S.L.G., 150 D.P.R. 171, 

194 (2000). 

Al momento de enfrentarse ante una solicitud de sentencia 

sumaria, el tribunal deberá presumir como ciertos los hechos no 

controvertidos que surjan de los documentos que acompañan la 

solicitud. PFZ Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. Co., supra, pág. 

913.  Un tribunal no deberá dictar sentencia sumaria cuando: (1) 

existan hechos materiales controvertidos; (2) hayan alegaciones 

afirmativas en la demanda que no han sido refutadas; (3) surja de 

los propios documentos que se acompañan con la moción una 

controversia real sobre algún hecho material, o (4) como cuestión 

de derecho no proceda.  Aunque el tribunal dictará sentencia 

sumaria a su discreción, como regla general, no es aconsejable 

resolver sumariamente casos complejos o que envuelvan 

cuestiones de interés público. Id., pág. 913-914. 

También, un tribunal deberá declarar sin lugar una solicitud 

de sentencia sumaria cuando haya elementos subjetivos o de 

credibilidad y éstos constituyan un factor esencial en la resolución 

de la controversia presentada. Carpets & Rugs v. Tropical Reps., 

175 D.P.R. 615 (2009).  Sin embargo, esto no impide la utilización 

del mecanismo de sentencia sumaria en reclamaciones que 

requieren elementos subjetivos o de intención, como pasa en un 

caso de discrimen, cuando de los documentos a ser considerados 
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en la solicitud de sentencia sumaria surge que no existe 

controversia en cuanto a los hechos materiales. López v. Miranda, 

166 D.P.R. 546 (2005).  Al así actuar, el Tribunal Supremo ha sido 

consistente con la norma de que “la Regla 36 no queda excluida 

como cuestión de derecho de ningún procedimiento en particular”. 

García López v. Méndez García, 88 D.P.R. 363, 380 (1963). 

En todo caso, dado que una moción de sentencia sumaria 

ejerce un efecto importante en el litigio, independientemente del 

modo en que sea adjudicada por el tribunal de instancia, precisa 

que dicho foro determine “los hechos que han quedado 

incontrovertidos y aquellos que aún están en controversia”. 

Meléndez González v. Cuebas, Inc., 193 D.P.R. 100 (2015). 

Con respecto a cómo ha de prepararse una solicitud de 

sentencia sumaria, la Regla 36.3 de Procedimiento Civil es 

diáfanamente clara: 

(a) La moción de sentencia sumaria será 

notificada a la parte contraria y deberá contener lo 
siguiente: 

(1) Una exposición breve de las alegaciones de 
las partes; 

(2) los asuntos litigiosos o en controversia; 

(3) la causa de acción, reclamación o parte 
respecto a la cual es solicitada la sentencia 

sumaria; 
(4) una relación concisa y organizada en 

párrafos enumerados, de todos los hechos 

esenciales y pertinentes sobre los cuales no hay 
controversia sustancial, con indicación de los 
párrafos o las páginas de las declaraciones 

juradas u otra prueba admisible en evidencia 
donde se establecen los mismos, así como de 

cualquier otro documento admisible en evidencia 
que se encuentre en el expediente del tribunal; 

(5) las razones por las cuales debe ser dictada 

la sentencia, argumentando el derecho aplicable, 
y 

(6) el remedio que debe ser concedido. 
(b) La contestación a la moción de sentencia 

sumaria deberá ser presentada dentro del término de 

veinte (20) días de su notificación y deberá contener lo 
siguiente: 

(1) Lo indicado en las cláusulas (1), (2) y (3) 

del inciso (a) de esta regla; 
(2) una relación concisa y organizada, con 

una referencia a los párrafos enumerados por 
la parte promovente, de los hechos esenciales 
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y pertinentes que están realmente y de buena 
fe controvertidos, con indicación de los 

párrafos o las páginas de las declaraciones 
juradas u otra prueba admisible en evidencia 

donde se establecen los mismos, así como de 
cualquier otro documento admisible en 
evidencia que se encuentre en el expediente 

del tribunal; 
(3) una enumeración de los hechos que no 

están en controversia, con indicación de los 

párrafos o las páginas de las declaraciones 
juradas u otra prueba admisible en evidencia 

donde se establecen los mismos, así como de 
cualquier otro documento admisible en evidencia 
que se encuentre en el expediente del tribunal, y 

(4) las razones por las cuales no debe ser 
dictada la sentencia, argumentando el derecho 

aplicable. 
(c) Cuando se presente una moción de 

sentencia sumaria y se sostenga en la forma 

provista en esta Regla 36, la parte contraria no 
podrá descansar solamente en las aseveraciones o 
negaciones contenidas en sus alegaciones, sino que 

estará obligada a contestar en forma tan detallada 
y específica, como lo haya hecho la parte 

promovente. De no hacerlo así, se dictará la 
sentencia sumaria en su contra si procede. 

(d) Toda relación de hechos expuesta en la 

moción de sentencia sumaria o en su contestación 
podrá considerarse admitida si se indican los 
párrafos o las páginas de las declaraciones juradas 

o de otra prueba admisible en evidencia donde ésta 
se establece, a menos que esté debidamente 

controvertida conforme lo dispone esta regla. 
El Tribunal no tendrá la obligación de considerar 

aquellos hechos que no han sido específicamente 

enumerados y que no tienen una referencia a los 
párrafos o las páginas de las declaraciones juradas u 

otra prueba admisible en evidencia donde se 
establecen. Tampoco tendrá la obligación de 
considerar cualquier parte de una declaración jurada o 

de otra prueba admisible en evidencia a la cual no se 
haya hecho referencia en una relación de hechos. 

(e) La sentencia solicitada será dictada 

inmediatamente si las alegaciones, deposiciones, 
contestaciones a interrogatorios y admisiones 

ofrecidas, en unión a las declaraciones juradas si las 
hay, u otra evidencia demuestran que no hay 
controversia real sustancial en cuanto a algún hecho 

esencial y pertinente y que como cuestión de derecho 
el tribunal debe dictar sentencia sumaria a favor de la 

parte promovente. 
El Tribunal podrá dictar sentencia sumaria de 

naturaleza interlocutoria para resolver cualquier 

controversia entre cualesquiera partes que sea 
separable de las controversias restantes. Dicha 
sentencia podrá dictarse a favor o en contra de 

cualquier parte en el pleito. 
Si la parte contraria no presenta la contestación 

a la sentencia sumaria en el término provisto en esta 
regla, se entenderá que la moción de sentencia 
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sumaria queda sometida para la consideración del 
tribunal. (Énfasis suplido.) 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 36.3. 

 
Sobre el particular, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

expresó lo siguiente: 

Según se desprende de lo anterior, el método 
recién implantado coloca sobre las partes, quienes 
conocen de primera mano sus respectivas posiciones, 

así como la evidencia disponible en el caso, el deber de 
identificar cada uno de los hechos que estiman 

relevantes, al igual que la prueba admisible que los 
sostiene. Se facilita, por lo tanto, el proceso adjudicativo 
al poner al tribunal en posición de evaluar 

conjuntamente las versiones encontradas para cada 
uno de los hechos refutados a la luz de las referencias a 

la prueba que alegadamente los apoya. Este sistema 
claramente agiliza la labor de los jueces de instancia y 
propende la disposición expedita de aquellas disputas 

que no necesitan de un juicio para su adjudicación. 
Es por ello que mediante estas nuevas 

disposiciones nuestro ordenamiento procesal 

expresamente le exige a la parte oponente examinar 
cada hecho consignado en la solicitud de sentencia 

sumaria y, para todos aquellos que considera que existe 
controversia, identificar el número del párrafo 
correspondiente y plasmar su versión contrapuesta 

fundamentada en evidencia admisible. La numeración 
no es un mero formalismo, ni constituye un simple 
requisito mecánico sin sentido. Por el contrario, 

tiene un propósito laudable, por lo que su relevancia 
es indiscutible y queda claramente evidenciada 

luego de una interpretación integral de las 
enmiendas acogidas en el 2009. De lo contrario, las 
enmiendas a la Regla 36 de Procedimiento Civil de 

2009, supra, no tendrían valor práctico alguno.” 
(Énfasis suplido.) Zapata Berrios v. J.F. Montalvo, 189 

D.P.R. 414 (2013). 
 

En lo relativo al ejercicio de la facultad revisora de este 

Tribunal de Apelaciones sobre la procedencia de la sentencia 

sumaria, debemos utilizar los mismos criterios que el Tribunal de 

Primera Instancia. Vera v. Dr. Bravo, 161 D.P.R. 308, 334 

(2004).  Además, en cuanto a la interpretación de la prueba 

documental, este Tribunal de Apelaciones se encuentra en la 

misma posición que el Foro de Instancia, por lo que podemos 

adoptar nuestro propio criterio al momento de evaluar la prueba. 

Rivera v. Pan Pepín, 161 D.P.R. 681, 687 (2004).  A esos efectos y 

conforme a lo resuelto por el Tribunal Supremo en Meléndez 

Gonzalez v. Cuebas, Inc., supra, “el foro apelativo intermedio tiene 



 
 

 
KLCE201601272 

    

 

15 

que cumplir con la exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento 

Civil y debe exponer cuáles hechos materiales encontró que están 

en controversia y cuáles están incontrovertidos.”  

III. 

El recurso de certiorari es el vehículo procesal extraordinario 

utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir 

un error de derecho cometido por un tribunal de menor jerarquía. 

Pueblo v. Díaz de León, 176 D.P.R. 913 (2009).  No obstante, según 

hemos expresado, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, 

limita las instancias en las que este Tribunal puede intervenir en 

las determinaciones interlocutorias emitidas por el Tribunal de 

Primera Instancia.  Luego de examinar detenidamente el 

expediente ante nuestra consideración, concluimos que en este 

caso no se configura ninguna de las excepciones contenidas en la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, por lo que carecemos de 

jurisdicción para entender en el recurso. 

En primer lugar, de un ponderado estudio del escrito 

intitulado Moción de Desestimación presentado por el Municipio se 

desprende que el mismo no se puede considerar como una moción 

de desestimación al amparo de la Regla 10.2 de Procedimiento 

Civil, supra, pues el Municipio no da por ciertas todas las 

alegaciones fácticas de la Demanda.  El Municipio ancla su 

argumento desestimatorio en la nulidad o inexistencia del contrato 

que es—precisamente—de donde nace la reclamación de CSCG.  

Para efectos de una moción en solicitud de desestimación de la 

Demanda habría que dar por cierto tanto el incumplimiento del 

contrato, como la existencia y validez del mismo.  Por tanto, no nos 

encontramos ante una moción en solicitud de desestimación.   

Por el contrario, al hacer referencia a la supuesta falta de 

aprobación del traspaso de los terrenos por parte del Gobernador, 

el Municipio expuso materias no contenidas en la Demanda, lo 
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cual, conforme a la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, supra, 

convirtió su escrito en una moción en solicitud de sentencia 

sumaria.  No obstante, examinada la Moción de Desestimación 

presentada por el Municipio bajo el crisol de la Regla 36.3 de 

Procedimiento Civil, supra, es evidente que la misma tampoco 

cumple con los requisitos de una moción en solicitud de sentencia 

sumaria.  Concretamente, entre otros defectos, el Municipio no 

incluyó ni un solo documento para sustentar sus alegaciones.  Fue 

posteriormente, en su solicitud de reconsideración, que el 

Municipio anejó copia de las Órdenes Ejecutivas emitidas por el 

Gobernador entre los años 2008 al 2012 para intentar 

fundamentar sus alegaciones.  Dicho esfuerzo fue hecho a 

destiempo, pues la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, supra, no 

contempla la presentación de documentos por separado. 

De lo anterior se desprende que la Moción de Desestimación 

presentada por el Municipio no constituye una moción dispositiva 

ni bajo la Regla 10.2, ni bajo la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, 

supra.  Por lo anterior, conforme a la Regla 52.1 de Procedimiento 

Civil, supra, este Tribunal carece de jurisdicción para entender en 

el recurso. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se desestima el 

recurso por falta de jurisdicción. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 El Juez Bermúdez Torres disiente sin opinión escrita. 

 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


